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Se publica a continuación el Real Decreto-Ley 
4/1996, de 1 de marzo, por el que se adoptan medidas 

V LEGISLATURA 

urgentes para reparar los daños causados por las recien- 
tes inundaciones y temporales. (Número de expediente 
130/000040.) 

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2 
de la Constitución, dicho Real Decreto-Ley fue some- 
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tido a debate y votación de totalidad por la Diputación 
Permanente del Congreso de los Diputados en su sesión 
del día de hoy, en la que se acordó su convalidación. 

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis- 
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara. 

Palacio &1 Congreso de los Diputados, 25 de marzo 
de 1996.-P. D., El Secretario General dei Congreso de 
los Diputados, Ignacio Astarloa Huarte-Mendicoa. 

REAL DECRETO-LEY 4/1996, DE 1 DE MARZO, 
POR EL QUE SE ADOPTAN MEDIDAS URGEN- 
TES PARA REPARAR LOS DAÑOS CAUSADOS 
POR LAS RECIENTES INUNDACIONES Y TEM- 

PORALES. 

Numerosos términos municipales en amplias zonas 
de la geografía nacional han resultado afectados por im- 
portantes daños y pérdidas de diversa naturaleza en las 
infraestructuras y servicios públicos, viviendas, indus- 
tria, agricultura y comercio, debido a los recientes tem- 
porales de lluvia y viento. 

Por ello resulta necesario adoptar urgentemente me- 
didas paliativas y reparadoras que sean adecuadas a la 
situación creada y contribuyan al restablecimiento in- 
mediato de la normalidad en las zonas siniestradas, es- 
tableciéndose, a su vez, los procedimientos que garanti- 
cen con la necesaria rapidez y flexibilidad la financia- 
ción de los gastos que se deriven de la reparación de los 
daños producidos y de la rehabilitación de los servicios 
públicos afectados. 

Asimismo, se establecen precisiones para lograr que 
la aplicación de las medidas reparadoras se lleve a cabo 
mediante la debida coordinación de actuaciones entre 
los órganos de la Administración General del Estado, de 
las Comunidades Autónomas y de las Administraciones 
locales afectadas. 

En su virtud, en uso de la autorización contenida en 
el artículo 86 de la Constitución española, a propuesta 
de los Ministros de Justicia e Interior; de Econom’a y 
Hacienda; de Obras Públicas, Transportes y Medio Am- 
biente; de Educación y Ciencia; de Trabajo y Seguridad 
Social; de Agricultura, Pesca y Alimentación, y para las 
Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo 
de Estado y previa deliberación del Consejo de Minis- 
tros en su reunión de 1 de marzo de 1936. 

DISPONGO: 

Artículo 1. , 

1. Las medidas estabiecidas en el presente Real 
Decreto-Ley para la reparación de los daños causados 
por los recientes temporales y lluvias se aplicarán en los 
términos municipales, o áreas de los mismos, que se de- 

terminen por el Ministerio de Justicia e Interior, corres- 
pondiendo hacer la pertinente propuesta a la Dirección 
General de Costas del Ministerio de Obras Publicas, 
Transportes y Medio Ambiente cuando los bienes afec- 
tados pertenezcan al dominio mm’timo-terrestre. 

A los proyectos que ejecuten las entidades loca- 
les, en los términos municipales o áreas de los mismos a 
que se refiere el apartado anterior, relativos a las obras 
de reparación o restitución de infraestructuras, equipa- 
miento o instalaciones y servicios que contempla en el 
artículo 26 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora 
de las Bases de Régimen Local, y a la red viaria de titu- 
laridad local se les aplicará el trámite de urgencia, pu- 
diendo concedérseles por el Estado una subvención de 
hasta el 50 por 100 de su coste. 

2. 

Artículo 2. 

1. Los daños directos ocasionados por inundación, 
lluvia torrencial, lluvia persistente, arrastre de tierras o 
vientos huracanados sobre producciones agrarias, ase- 
guradas en pólizas en vigor del seguro agrario combi- 
nado, regulado por la Ley 87/1978, de 28 de diciembre, 
cuando dichos riesgos no estén incluidos en las Ordenes 
reguladoras de las condiciones de aseguramiento, serán 
objeto de indemnización con cargo al crédito extraordi- 
nario fijado en el artículo 7.2 del presente Real Decreto- 
Ley. 

2. Se faculta al Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación para declarar zonas de actuación especial 
a las áreas afectadas, con objeto de que los organismos 
dependientes de dicho Departamento puedan restaurar, 
en lo posible, la situación anterior a las inundaciones. A 
los efectos indicados se declararán de emergencia las 
obras de infraestructuras agrarias, de restauración hi- 
drológica forestal y de conservación en las cuencas hi- 
drográficas afectadas. 

Por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimenta- 
ción se dictarán las norrnas de desarrollo necesarias 
para la aplicación de los beneficios establecidos en la 
Ley de Reforma y Desarrollo Agrario, introduciéndose 
en la clasificación de las obras previstas en el Título 11 
del Libro 111 de dicha Ley las modificaciones impuestas 
por las peculiares características de los daños sufridos. 

Artículo 3. 

Se concede moratoria para las obligaciones de pago 
siguientes: 

1. Los créditos hipotecarios y pignoraticios, sus 
amortizaciones e intereses vencidos o que venzan en el 
período de 15 de diciembre de 1995 al 15 de abril de 
1996, ambos inclusive, cuando los bienes gravados con 
hipoteca o constituidos en prenda hayan sufrido daño y 
estén situados en los términos municipales a que se re- 
fiere el artículo 1 de este Real Decreto-Ley. 
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2. 

a) 

Los créditos de todas clases vencidos, o que ven- 
zan en el período antes indicado: 

Contra personas residentes o entidades domicilia- 
das en los términos municipales a que se refiere el aaículo 
1 y en ellos posean fincas rústicas o urbanas, instalaciones 
o explotaciones industriales o comerciales, siempre que 
hayan sufrido daños en las mismas o que su capacidad de 
pago se vea dismifiuida como consecuencia de los sinies- 
tros producidos por las recientes lluvias y temporales. 

Contra personas o entidades que, aunque residan 
o estén domiciliadas fuera de los términos municipales 
aludidos, posean en ellos fincas rústicas o urbanas, ins- 
talaciones o explotaciones industriales o comerciales y 
hayan sufrido daños de consideración en ellas. 

b) 

3. 

4. 

Esta moratoria no será aplicable cuando el deu- 
dor sea un establecimiento bancario o de crédito. 

A partir del 15 de abril de 1996 en que concluye 
el período de duración de la moratoria establecida en los 
apartados anteriores, los créditos antes citados serán 
exigibles por los acreedores en los términos pactados. 
El protesto de letras de cambio y efectos de comercio 
impagados podrá efectuarse en cualquiera de los ocho 
días hábiles siguientes al del vencimiento de Ia morato- 
ria. 

Quedan a salvo los pactos y convenios que esti- 
pulen libremente las partes interesadas con posteriori- 
dad a la publicación de este Real Decreto-ley, que no 
será de aplicación a los créditos nacidos y a los no reno- 
vados después de la misma fecha. 

5. 

Artículo 4. 

1 .  Se concede la exención de las cuotas del Im- 
puesto sobre Bienes Inmuebles de naturaleza rústica co- 
rrespondientes al ejercicio de 1996, que afecten a ex- 
plotaciones agrarias situadas en los municipios a que se 
refiere el artículo 1,  en las que se hubieran producido 
destrozos en cosechas, ganados o bienes que constitu- 
yan siniestros no cubiertos por ninguna fórmula de ase- 
guramiento público o privado. 

Igualmente, y para el mismo ejercicio econó- 
mico, se concede la exención de las cuotas del Impuesto 
de Bienes Inmuebles de naturaleza urbana que afecten a 
viviendas, establecimientos industriales y mercantiles, 
locales de trabajo y similares, dañados como conse- 
cuencia directa de las recientes lluvias y temporales, en 
que tanto las personas como los bienes en ellos ubica- 
dos hayan tenido que ser objeto de realojamiento en 
otras viviendas o locales diferentes hasta la reparación 
de los daños sufridos. 

Se concede una reducción en el Impuesto sobre 
Actividades Económicas para el ejercicio de 1996 a las 
industrias, establecimientos mercantiles y profesiona- 
les, cuyos locales de negocios o bienes afectos a esa ac- 
tivi+d hayan sido dañados como consecuencia directa 
de las recientes lluvias y temporales, siempre que hu- 
bieran tenido que ser objeto de realojamiento o se hayan 

2. 

3 .  

producido daños que obliguen al cierre de la actividad. 
La indicada reducción será proporcional al tiempo en 
que se haya producido el cese de la actividad o, en su 
caso, se estime, previa valoración al efecto, del tiempo 
necesario para reiniciarla en condiciones de normali- 
dad, ya sea en los mismos locales o en otros habilitados 
al efecto, sin perjuicio de considerar, cuando la grave- 
dad de los daños producidos dé origen a ello, el su- 
puesto de cese en el ejercicio de la misma, que surtirá 
sus efectos desde el día 31 de diciembre de 1995. 

Las exenciones y reducciones de cuotas de los 
tributos señalados en los párrafos anteriores compren- 
derán la de los recargos legalmente autorizados sobre 
los mismos. 

La disminución de ingresos, que las normas de 
este artículo produzcan en los Ayuntamientos y Diputa- 
ciones Provinciales, será compensada mediante la im- 
putación específica de su importe con cargo a los recur- 
sos derivados del artículo 94 de la Ley 41/1994, de 30 
de diciembre, y los que con igual finalidad se consignen 
en los Presupuestos Generales del Estado para 1996, ex- 
cepto en el supuesto de cese de las actividades gravadas 
por el Impuesto de Actividades Económicas. 

El plazo de ingreso de las deudas tributarias, re- 
sultantes de liquidaciones practicadas por la Adminis- 
tración, excepto las practicadas como consecuencia de 
operaciones de comercio exterior, que se encuentren 
tanto en período voluntario de ingreso como apremia- 
das, cuyo vencimiento estuviese comprendido entre el 
15 de diciembre de 1995 y el 20 de abril de 1996, se 
prorroga hasta esta Última fecha. 

Asimismo, el período de presentación y de ingreso 
de autoliquidaciones y declaraciones-liquidaciones 
practicadas por el obligado tributario y demás declara- 
ciones que sean consecuencia del cumplimiento de obli- 
gaciones formuladas, que no hayan sido objeto de re- 
querimiento individual, cuyo plazo hábil finalizase en- 
tre el 15 de diciembre de 1995 y el 20 de abril de 1996, 
queda prorrogado hasta esta Última fecha. 

Los ingresos realizados en virtud de la prórroga esta- 
blecida en los dos párrafos anteriores no devengarán in- 
tereses de demora por dicho plazo de prórroga, sin per- 
juicio de la exigibilidad de los que ya se hubieran de- 
vengado o de los que se devenguen con posterioridad. 

El ámbito de aplicación de lo dispuesto en los párra- 
fos anteriores de este apartado se extiende a los sujetos 
pasivos y retenedores, por toda clase de tributos que 
tengan el domicilio fiscal o, en su caso, el domicilio de 
la actividad en los términos municipales a los que se re- 
fiere el artículo 1 de este Real Decreto-ley. 

Se minorará en la cantidad de 165.000 pesetas la 
cuota tributaria correspondiente al Impuesto Especial 
sobre determinados medios de transporte, regulado por 
la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Es- 
peciales, en la adquisición de automóviles de fabrica- 
ción española o de países pertenecientes a la Unión Eu- 
ropea, efectuada para sustituir a otros que hubieran pa- 
decido siniestro total como consecuencia de las lluvias, 
temporales e inundaciones, siempre que se justifique la 

4. 

5. 

6. 

7.  
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baja de los mismos por tal motivo en la Jefatura de Trá- 
fico y que dicha adquisición se realice en el plazo de un 
año a partir de la fecha de publicación del presente Real 
Decreto-ley. En ningún caso la deducción practicable en 
la cuota podrá superar el importe de la misma. 

Asimismo, la tramitación de las bajas de vehículos, 
solicitadas como consecuencia de los daños producidos 
por las lluvias y temporales, y la expedición de duplica- 
dos de permisos de circulación o de conducción destrui- 
dos o extraviados por dichas causas no devengarán las 
tasas correspondientes a los respectivos servicios de la 
Jefatura Central de Tráfico. 

Artículo 5. 

1. Los expedientes de regulación de empleo que 
tengan su causa en los daños producidos por las lluvias 
y los temporales tendrán la consideración de provenien- 
tes de una situación de fuerza mayor con las consecuen- 
cias que se derivan de ésta y que se contemplan en los 
artículos 47 y 5 1 del texto refundido de la Ley del Esta- 
tuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto le- 
gislativo 1/1995, de 24 de marzo. 

En los expedientes en que se resuelva favorable- 
mente la suspensión de contratos o reducción temporal 
de la jornada de trabajo, en base a circunstancias excep- 
cionales, la autoridad laboral podrá autorizar que el 
tiempo en que se perciban las prestaciones por desem- 
pleo, reguladas en el Título III, del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real 
Decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio, que traigan 
su causa inmediata en las lluvias, inundaciones y tem- 
porales no se compute a efectos de consumir los perío- 
dos máximos de percepción establecidos. Igualmente, 
podrá autorizar que perciban las prestaciones por de- 
sempleo citadas aquellos trabajadores. incluidos en di- 
chos expedientes, que carezcan de los períodos de coti- 
zación necesarios para tener derecho a las mismas. 

Las empresas y los trabajadores por cuenta pro- 
pia no incluidos en el Régimen Especial Agrario de la 
Seguridad Social podrán solicitar y obtener, previa jus- 
tificación de los daños sufridos, una moratoria de un 
año sin interés en el pago de las cotizaciones a la Segu- 
ridad Social correspondientes a los meses de enero a 
marzo de 1996, ambos inclusive. 

Los trabajadores por cuenta propia incluidos en el 
Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social goza- 
rán de exención del pago de sus cotas fijas mensuales 
correspondientes a los meses de enero a marzo de 1996, 
ambos inclusive, con derecho a devolución, en su caso, 
de las ya ingresadas. 

Asimismo, se concede exención en el pago de las 
cuotas del Régimen Especial Agrario de la Seguridad 
Social por las jornadas reales del mismo, correspon- 
dientes a los meses de enero a marzo de 1996, con dere- 
cho a devolución, en su caso, de las ya abonadas. 

Para llevar a cabo las obras de reparación de los 
daños causados, las Corporaciones locales podrán solici- 

. 

2. 

3. 
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tar subvenciones al Instituto Nacional de Empleo, al am- 
paro de lo previsto en la Orden de 2 de marzo de 1994, 
por la que se establecen las bases para la concesión de 
subvenciones por el Instituto Nacional de Empleo en el 
ámbito de las Corporaciones locales para la contratación 
de trabajadores desempleados en la realización de obras 
y servicios de interés general y social. En las Comunida- 
des Autónomas de Andalucía y Extremadura los proyec- 
tos de obras y servicios podrán afectarse al Plan de Em- 
pleo Rural de acuerdo con su normativa reguladora. 

Por otra parte, para la realización de obras de repara- 
ción de los servicios públicos, las Administraciones pú- 
blicas y entidades sin ánimo de lucro podrán solicitar 
del Instituto Nacional de Empleo la adscripción de tra- 
bajadores perceptores de las prestaciones por desem- 
pleo para trabajos de colaboración social, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 213.3 del texto refundido 
de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por 
Real Decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio. 

Artículo 6. 

1. A los efectos prevenidos en el artículo 73 de la 
Ley 1311995, de 18 de mayo, de Contratos de las Admi- 
nistraciones Públicas, tendrán la consideración de 
obras, servicios, adquisiciones o suministros de emer- 
gencia los de reparación de infraestructuras y equipa- 
mientos cualquiera que sea su cuantía. También tendrán 
la consideración de emergencia las obras de reposición 
de bienes perjudicados siempre que el valor unitario de 
aquéllas sea inferior a 500.000.000 de pesetas. 

Se declaran de urgente reparación los dafios cau- 
sados en infraestructura hidráulica, infraestructuras de 
educación, regadío, costas y carreteras en las provincias 
afectadas, siendo de aplicación a las obras de reparación 
el régimen excepcional previsto en el artículo 73 de la 
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. 

Tales obras llevarán implícita la consideración 
de urgencia, a los efectos de aplicación del artículo 52 
de la Ley de Expropiación Forzosa y de la urgente tra- 
mitación, de acuerdo con el artículo 90 del Reglamento 
General de Contratación del Estado, en relación con los 
expedientes de contratación de asistencias técnicas, 
obras‘ y suministros. 

En la tramitación de los expedientes de contrata- 
ción se dispensará del requisito previo de disponibilidad 
de terrenos, a que se refieren los artículos 81 y 83 del 
Reglamento General de Contratación del Estado, sin 
perjuicio de que su ocupación efectiva no se haga hasta 
la formalización del acta de ocupación. 

2. 

3. 

4. 

Articulo 7. 

1. Se concede un crédito extraordinario, dotado con 
2.000.000.000 de pesetas en el vigente Presupuesto de 
Gastos del Estado, Sección 13, «Ministerio de Justicia e 
Interior>>, Servicio 01, «Ministerio, Subsecretaría y Ser- 

- 4 -  
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vicios Generales,, Programa 223A, «Protección Civil», 
Concepto 483 «Para la concesión de ayudas de carácter 
inmediato en situaciones de emergencia, cualquiera que 
sea la naturaleza del gasto y el destinatario del mismo». 

Se concede un crédito extraordinario, inicial- 
mente dotado con 10.000.000.000 de pesetas, con el ca- 
rácter de ampliable, en el vigente Presupuesto de Gastos 
del Estado, Sección 31 «Gastos de diversos Ministe- 
rios», Servicio 02 «Dirección General de Presupuestos. 
Gastos de los Departamentos ministeriales», Programa 
633K «Actuaciones de Emergencia ante Catástrofes 
Naturales», Concepto 480, «Para atenciones de todo or- 
den derivadas de la aplicación del Real Decreto-ley 
4/1996, cualquiera que sea la naturaleza del gasto y el 
destinatario del mismo». 

El Ministro de Economía y Hacienda, a propuesta 
de la Comisión a que se refiere el artículo 11 de este 
Real Decreto-ley, podrá autorizar las transferencias 
necesarias desde el referido crédito a los Departamen- 
tos u organismos que tengan a su cargo las ayudas, 
subvenciones o beneficios, gastos e inversiones y de- 
más atenciones relacionadas con la finalidad del 
mismo. A estas transferencias no les serán de aplica- 
ción las limitaciones previstas en el artículo 70 del 
texto refundido de la Ley General Presupuestaria, 
aprobado por el Real Decreto legislativo 1091/1988, 
de 23 de septiembre. 

Los créditos extraordinarios a que se refieren los 
apartados anteriores se financiarán con Deuda Pública, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 101 del 
texto refundido citado. 

2. 

3. 

Artículo 8. 

1 .  El Instituto de Crédito Oficial (ICO), como 
agencia financiera del Estado, propondra un acuerdo 
con las entidades financieras con implantación en las 
Comunidades Autónomas afectadas, por el que el ICO 
pondrá a disposición de las mismas líneas de préstamo 
por importe total de 2.000.000.000 de pesetas, que po- 
drá ser ampliado por el Ministro de Economía y Ha- 
cienda, en función de la evaluación de los daños y de la 
demanda consiguiente. 

Estas líneas de préstamo tendrán como finalidad anti- 
cipar la reparación o reposición de instalaciones indus- 
triales y mercantiles, locales de trabajo de profesionales 
que se hayan visto inutilizados como consecuencia de 
los recientes temporales e inundaciones, y se materiali- 
zarán en operaciones de préstamo concedidas por dichas 
entidades financieras, cuyas características serán: 

Importe: El del daño evaluado por el Gobierno Civil 
de la provincia correspondiente. 

Plazo: El establecido entre las partes, con un má- 
ximo de dos años. 

Interés: El tipo de cesión por el ICO a las entidades 
financieras será el 5 por 100 TAE, con un margen má- 
ximo de intermediación para las mismas del 1,5 por 

100. En consecuencia, el tipo final máximo para el pres- 
tatario será del 6,5 por 100 TAE. 

Tramitación: Las solicitudes ser6n presentadas a la 
entidad financiera mediadora, quien decidirá sobre la 
concesión del préstamo, siendo a su cargo el riesgo de la 
operación. 

El quebranto que para el ICO suponga el diferencial 
entre el coste de mercado de la obtención de los recursos 
y el tipo antes citado del 5 por 100 TAE será cubierto con 
cargo a los Presupuestos Generales del Estado. 

Asimismo, en los mismos términos y condicio- 
nes establecidos en el apartado anterior, el ICO pondrá 
a disposición de las entidades financieras una línea de 
préstamo por importe de 2.000.000.000 de pesetas, que 
podrá ser ampliado por el Ministro de Econom’a y Ha- 
cienda en función de las necesidades y destinada a la re- 
paración de los daños en las explotaciones agrarias. 

2. 

Artículo 9. 

Se faculta al Ministerio para las Administraciones 
Públicas, en el marco de la cooperación económica del 
Estado a las inversiones de las entidades locales, regu- 
lada por el Real Decreto 665/1990, de 25 de mayo, y de 
conformidad con lo previsto en el artículo 11.2 si- 
guiente, para proceder al libramiento de las subvencio- 
nes a que se refiere el artículo 1.2, con cargo al crédito 
específico cuya transferencia haya autorizado el Minis- 
tro de Econom’a y Hacienda en virtud del crédito extra- 
ordinario que dota al presente Real Decreto-ley. 

Las entidades locales ejecutarán las obras aprobadas, 
dando cuenta a fin de cada trimestre natural del estado 
de su ejecución al Ministerio para las Administraciones 
Públicas a través de la Dirección General de Acción 
Económica Territorial. 

ArtícuPo 10. 

Las ayudas de emergencia y de carácter inmediato 
contempladas en el artículo 7.1 de este Real Decreto-ley 
se regularán por lo establecido en la Orden (Interior) de 
18 de marzo de 1993, en atención a determinadas nece- 
sidades derivadas de situaciones de emergencia, catás- 
trofes y calamidades públicas y las disposiciones com- 
plementarias que en ejecución de la misma puedan dic- 
tarse por el Ministerio de Justicia e Interior. 

Artículo 11. 

1. Se crea una Comisión Interministerial para la 
aplicación de las medidas establecidas en el presente 
Real Decreto-ley integrada por representantes de la Pre- 
sidencia de Gobierno y de los Ministerios de Justicia e 
Interior; de Economía y Hacienda; de Obras Públicas, 
Transportes y Medio Ambiente; de Educación y Cien- 
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cia; de Trabajo y Seguridad Social; de Industria y Ener- 
gía; de Agricultura, Pesca y Alimentación, y para las 
Administraciones Públicas, así como los Delegados del 
Gobierno de las Comunidades Autónomas en las que re- 
sulte de aplicación el presente Real Decreto-ley. 

La determinación y evaluación general de las ne- 
cesidades a atender con las medidas previstas en el pre- 
sente Real Decreto-ley se llevarán a cabo por la Comi- 
sión a que se refiere el número anterior en coordinación 
con las autoridades de las Comunidades Autónomas, a 
través de las Delegaciones de Gobierno, y con las co- 
rrespondientes Comisiones provinciales del Gobierno. 

2. 

DISPOSICIONES ADICIONALES 

Primera 

Lo establecido en el presente Real Decreto-ley se en- 
tiende sin perjuicio de las competencias que correspon- 
den a las Comunidades Autónomas, al amparo de su Es- 
tatuto de Autonom'a. 

Segunda 

El Gobierno y los distintos Departamentos ministeria- 
les, en el ámbito de sus competencias, dictarán las dispo- 
siciones necesarias y establecerán los plazos para la eje- 
cución de lo establecido en el presente Real Decreto-ley. 

DISPOSICION FINAL 

Unica 

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

Dado en Madrid a 1 de marzo de 1996. 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

2321000061 

La Mesa de la Diputación Permanente, en su reunión 
del día de hoy, ha adoptado el acuerdo que se indica res- 
pecto del asunto de referencia. 

(232) Recurso de inconstitucionalidad. 

232/00006 1. 

AUTOR: Tribunal Constitucional. 

Sentencia dictada por el Pleno del citado Tribunal en el re- 
curso de inconstitucionalidad número 2.28011990, de 29 

de junio, contra determinados preceptos de la Ley de Pre- 
supuestos Generales del Estado para 1990. 

Acuerdo: 

Tomar conocimiento y trasladar a la Dirección de Estudios 
y Documentación de la Secretaría General, así como pu- 
blicar en el Boletín el encabezamiento y el fallo de la sen- 
tencia. 

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica- 
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento de 
la Cámara. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 21 de marzo de 
1996.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Ignacio Astarloa Huarte-Mendicoa. 

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por 
don Alvaro Rodnguez Bereijo, Presidente; don José Ga- 
baldón López, Vicepresidente; don Fernando García-Mon 
y González-Regueral, don Vicente Gimeno Sendra, don 
Rafael de Mendizábal y Allende, don Julio Diego Gonzá- 
lez Campos, don Pedro Cruz Villalón, don Carles i Viver 
Pi-Sunyer, don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez 
de Parga y Cabrera, don Javier Delgado Barrio y don To- 
más S. Vives Antón, Magistrados, ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 2.280/90, 
promovido por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de 
Cataluña, representado por el Abogado don José María 
Bosch i Bessa, contra determinados preceptos y partidas 
presupuestarias de la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presu- 
puestos Generales del Estado para 1990. Ha sido parte el 
Gobierno de la Nación, representado por el Abogado del 
Estado. Ha sido Ponente el Presidente don Alvaro Rodrí- 
guez Bereijo, quien expresa el parecer del Tribunal. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio- 
nal, por la autoridad que le confiere la Constitución de la 
Nación española, 

Ha decidido 

Primero. Tener por desistida parcialmente a la Gene- 
ralidad de Cataluña en los términos que se indican en el 
fundamento jurídico 1." de esta Sentencia. 

Declarar la desaparición sobrevenida par- 
cial del objeto del proceso en los términos que se indican 
en el fundamento jurídico 5 ." 

Segundo. 
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Tercero. Estimar parcialmente su recurso de inconsti- 
tucionalidad interpuesto contra determinados preceptos y 
partidas presupuestarias de la Ley 4/1990, de 29 de junio, 
de Presupuestos Generales del Estado para 1990, y, en 
consecuencia: 

1 ." Declarar inconstitucionales, con los efectos que se 
indican en el fundamento jurídico 8.", por invadir las com- 
petencias que corresponden a la Generalidad de Cataluña, 
las partidas presupuestarias correspondientes al estado de 
gastos de los Presupuestos Generales del Estado para 1990: 

A) De la Sección 18 (Ministerio de Educación y 
Ciencia): 

Del Servicio 06. Programa 422 D. Concepto 442, en los 
términos contenidos en el fundamento jurídico 2." apar- 
tado C) , d). 

B) De la Sección 20 (Ministerio de Industria y Ener- 
gía): 

Del Servicio 14. Programa 722 C. Conceptos 771,772, 
773,781,783,785,787 y 788 en los términos contenidos en 
el fundamento jurídico 2." apartado E), i> de esta Sentencia. 

C) De la Sección 26 (Ministerio de Sanidad y Con- 
sumo): 

a) Del Servicio 09. Programa 413 A, Concepto 422, 
Subconceptos 01,02,09, 10. Concepto 423, en los térmi- 
nos contenidos en el fundamento jurídico 2." apartado 1 h). 

b) Del Servicio 10. Programa 313 G. Concepto 422, 
en los términos contenidos en el fundamento jurídico 2.", 
apartado 1 ñ). 

2." Declarar la inconstitucionalidad y consiguiente 
nulidad de la Disposición adicional vigésimo segunda de 
la Ley 4/1990, de 29 de junio, de Presupuestos Generales 
del Estado para 1990. 

Cuarto. Desestimar el recurso en todo lo demás. 

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Es- 
tado». 

Dada en Madrid, a uno de febrero de mil novecientos 
noventa y seis. 

2321000063 

La Mesa de la Diputación Permanente, en su reunión 
del día de hoy, ha adoptado el acuerdo que se indica res- 
pecto del asunto de referencia: 

(232) Recurso de inconstitucionalidad. 

232/000063. 

AUTOR: Tribunal Constitucional. 

Sentencia dictada por el Pleno del citado Tribunal en el re- 
curso de inconstitucionalidad número 1.200/1987, plantea- 

do por el Parlamento Vasco contra determinados preceptos 
de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de Organos de Represen- 
tación, Determinación de las Condiciones de Trabajo y 
Participación del Personal al Servicio de las Administra- 
ciones Públicas. 

Acuerdo: 

Tomar conocimiento y trasladar a la Dirección de Estudios y 
Documentación de la Secretatía General, así como publicar 
en el Boletín el encabezamiento y el fallo de la sentencia. 

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica- 
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento de 
la Cámara. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 21 de marzo de 
1996.-P. D., El Secretario General del Congreso de los 
Diputados, Ignacio Astarloa Huarte-Mendicoa. 

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por 
don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don José 
Gabaldón López, don Fernando García-Mon y Gonzá- 
lez-Regueral, don Vicente Gimeno Sendra, don Rafael 
de Mendizábal y Allende, don Julio Diego González 
Campos, don Pedro Cruz Villalón, don Carles Viver Pi- 
Sunyer, don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez 
de Parga y Cabrera, don Javier Delgado Barrio y don 
Tomás S .  Vives Antón, Magistrados, ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En los recursos de inconstitucionalidad acumulados 
núms. 1.200/87 y 1.205/87 promovidos respectivamente 
por el Parlamento Vasco, representado por su Letrado 
don Francisco Javier Blanco Herranz y el Parlamento de 
Navarra que luego se tuvo por desistido, contra los arts. 
20.4; 24; 25.1 y 2; 27.5 y 6; 31.3; 32; 33; 34; 35; 36; 37; 
38; 41 d); 42.1,2 y 3; 43; Disposición Transitoria Quinta 
y Disposición Final de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de 
Organos de Representación, Determinación de las Con- 
diciones de Trabajo y Participación del Personal al Ser- 
vicio de las Administraciones Públicas (B. O. E. 144, de 
17 de junio). Ha comparecido el abogado del Estado y ha 
sido Ponente el Magistrado don José Gabaldón López, 
quien expresa el parecer del Tribunal. 

FALLO ' 

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucio- 
nal, por la autoridad que le confiere la Constitución de 
la nación española, 

Ha decidido 

Estimar parcialmente el recurso de inconstitucionali- 
dad núm. 1.200/87 interpuesto por el Parlamento Vasco 
y, en consecuencia: 
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1." Declarar viciados de incompetencia y, por 
tanto, inaplicables en el País Vasco, los arts. 25.1, pá- 
rrafo 2." (en cuanto a la competencia para las consultas 
de las Juntas Electorales de Zona) y 27.5 y 6 de la Ley 
911987 (en cuanto a la competencia para la proclama- 
ción de los resultados de los procesos electorales), así 
como el inciso final del art. 42, apartado 1 que dice «De 
estas, 18 corresponderán a las Secciones Sindicales y el 
resto a los Delegados o Juntas de Personal» y el apar- 
tado 1 del art. 43, a partir del inciso que dice «de 2 días 
hábiles». 

2." Declarar, en consecuencia, la inconstitucionali- 
dad de la Disposición Final de la Ley 911987 en cuanto 
declara básicos los arts. 25.1, párrafo 2." y 27.5 y 6 de la 
Ley 911987 así como el inciso final del art. 42.1 que 
dice «De éstas, 18 corresponderán a las Secciones Sin- 
dicales y el resto a los Delegados o Juntas de Personal» 
y el apartado 1 del art. 43 a partir del inciso que dice 
«De 2 días hábiles». 

3." Desestimar el recurso en lo demás. 

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado». 

Dada en Madrid, a catorce de marzo de mil nove- 
cientos noventa y seis. 

233/000170,233/000171,233/000173,233/000174, 
233/000175,233/000179 y 233/000180 

La Mesa de la Diputación Permanente, en su reunión 
del día de hoy, ha adoptado el acuerdo que se indica res- 
pecto del asunto de referencia: 

(233) Cuestión de inconstitucionalidad. 

2331000170, 233100017 1, 2331000173, 2331000174, 
2331000 175,23 31000 179 y 2331000 1 80. 

AUTOR: Tribunal Constitucional. 

Sentencia dictada por el Pleno del citado Tribunal en las 
cuestiones de inconstitucionalidad acumuladas núme- 
ros 3431, 3430, 3527, 3506, 3498, 3675 y 367411995, 
planteadas por la Sala de lo Contencioso-Administra- 
tivo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, Sec- 
ción Cuarta, respecto del artículo 61.2 de la Ley Gene- 
ral Tributaria, en su último inciso. 

Acuerdo: 

Tomar conocimiento y trasladar a la Dirección de Estu- 
dios y Documentación de la Secretaría General, así 
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como publica; en el Boletín el encabezamiento y el fa- 
llo de la sentencia. 

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica- 
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento 
de la Cámara. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 21 de marzo 
de 1996.-P. D., El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Ignacio Astarloa Huarte-Mendicoa. 

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por 
don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don Fer- 
nando García-Mon y González-Regueral, don Vicente 
Gimeno Sendra, don Rafael de Mendizábal y Allende, 
don Julio Diego González Campos, don Pedro Cruz Vi- 
llalón, don Carles Viver Pi-Sunyer, don Enrique Ruiz 
Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, don 
Javier Delgado Barrio y don Tomás S. Vives Antón, 
Magistrados, ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En las cuestiones de inconstitucionalidad acumula- 
das núms. 3.430195, 3.43 1195, 3.498195, 3.506195, 
3.527195, 3.674195 y 3.675195, promovidas todas ellas 
por la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Ad- 
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cata- 
luña. Han comparecido y formulado alegaciones el Fis- 
cal General del Estado y el Abogado del Estado, y ha 
sido Ponente el Magistrado don Carles Viver Pi-Sunyer, 
quien expresa el parecer del Tribunal. 

FALLO 

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucio- 
nal, por la autoridad que le confiere la Constitución de 
la nación española, 

Ha decidido 

Desestimar las cuestiones de inconstitucionalidad 
núms. 3.430195, 3.43 1195, 3.498195, 3.506195, 
3.527195,3.674195 y 3.675195, acumuladas. 

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado». 

Dada en Madrid, a catorce de marzo de mil nove- 
cientos noventa y seis. 
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